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Novedades nueva Ley General Tributaria 
 

El 12 de Octubre del 2015 ha entrado en vigor la nueva Ley General Tributaria, La Ley 

34/2015, de 21 de septiembre, excepto el art. único.4 y 34, que lo hará el 1 de enero de 

2017, y la disposición final 2.2 y 3, que entrará en vigor el 22 de diciembre de 2015. 

Las principales novedades que contemplan son las siguientes: 

 

1.-.- Publicación de listados de deudores y de condenados por delito fiscal 
 

Nuevo artículo 95 bis, regulando la publicidad de situaciones de incumplimiento 

relevante de las obligaciones tributarias. La nueva medida consistente en la publicación 

de listados de deudores  

2.-.- Ampliación de potestades de comprobación e investigación 

 

Se regula el derecho a comprobar las obligaciones tributarias en el caso de ejercicios 

prescritos, siempre que sea preciso en relación con obligaciones de ejercicios no 

prescritos. 

En este sentido hemos de tener en cuenta: 

• La prescripción del derecho a liquidar no afecta ni transciende al derecho a 
comprobar e investigar. 

• En los tributos de cobro periódico por recibo, cuando para determinar la 

deuda tributaria mediante la oportuna liquidación no sea necesaria la 

presentación de declaración o autoliquidación, el plazo de prescripción 

comenzará el día de devengo del tributo. 

• Interrupción del plazo de prescripción en relación con las obligaciones 

tributarias conexas del propio obligado tributario cuando en éstas se produzca 

o haya de producirse una tributación distinta como consecuencia de la 

aplicación, ya sea por la Administración Tributaria o por los obligados 

tributarios, de los criterios o elementos en los que se fundamente la 

regularización de la obligación con la que estén relacionadas las obligaciones 

tributarias conexas. 

3.-.- Liquidación de deudas tributarias relacionadas con el delito fiscal 
 

Cuando la Administración Tributaria aprecie indicios de delito contra la Hacienda 

Pública, pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente o remitirá el expediente al 

Ministerio Fiscal, absteniéndose de practicar la liquidación en los siguientes supuestos: 

• a) Cuando la tramitación de la liquidación administrativa pueda ocasionar 

la prescripción del delito con arreglo a los plazos previstos en el art. 131, 

Código Penal. 
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• b) Cuando de resultas de la investigación o comprobación, no pudiese 

determinarse con exactitud el importe de la liquidación o no hubiera sido 

posible atribuirla a un obligado tributario concreto. 

• c) Cuando la liquidación administrativa pudiese perjudicar de cualquier 

forma la investigación o comprobación de la defraudación. 

4.- Nueva infracción tributaria: conflicto en la aplicación de la norma tributaria 

 

Se crea una nueva infracción tributaria grave con el fin de profundizar en la lucha contra 

los comportamientos más sofisticados de fraude fiscal o estructuras artificiosas, 

dirigidas únicamente a obtener ahorros fiscales abusando de lo dispuesto por las normas 

tributarias. 

En este sentido, constituye infracción tributaria el incumplimiento de las obligaciones 

tributarias mediante la realización de actos o negocios cuya regularización se hubiese 

efectuado mediante la aplicación de lo dispuesto en el art. 15, LGT y en la que hubiese 

resultado acreditada cualquiera de las siguientes situaciones: 

• a) La falta de ingreso dentro del plazo establecido en la normativa de cada 
tributo de la totalidad o parte de la deuda tributaria. 

• b) La obtención indebida de una devolución derivada de la normativa de 

cada tributo. 

• c) La solicitud indebida de una devolución, beneficio o incentivo fiscal. 

• d) La determinación o acreditación improcedente de partidas positivas o 

negativas o créditos tributarios a compensar o deducir en la base o en la cuota 

de declaraciones futuras, propias o de terceros. 

5.- Incremento de los plazos del procedimiento inspector 

 

Nueva regulación de los plazos del procedimiento inspector: 

• a) Con carácter general el procedimiento inspector durará como máximo 18 

meses, y no cabe la aplicación de la interrupciones ni dilaciones por cualquier causa, 

salvo casos excepcionales.  

• B) Se establece un plazo excepción de durancion de 27 meses para 

procedimientos complejos que vienen expresamente regulados en la norma. 

6.- Reclamaciones económico- administrativa 

• Se atribuye al Tribunal Económico-Administrativo Central la competencia para 

conocer de las reclamaciones respecto de actuaciones entre particulares, cuando el 

domicilio fiscal del reclamante se halle fuera de España. 
• Se amplía el sistema de unificación de doctrina, potenciando la seguridad 

jurídica, al atribuirse al Tribunal Económico Administrativo Central la 

competencia para dictar resoluciones en unificación de criterio y a los 
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Tribunales Económico-Administrativos Regionales la posibilidad de dictar 

resoluciones de fijación de criterio respecto de las salas desconcentradas. 
• Se simplifican las reglas de acumulación obligatoria y se introduce 

la acumulación facultativa. 

• Se establece una presunción de representación voluntaria a favor de aquellos 

que la ostentaron en el procedimiento de aplicación de los tributos del que 

derive el acto impugnado, lo que sin duda supone la eliminación de costes 

indirectos a los obligados tributarios. 
• Se introduce la notificación electrónica para las reclamaciones que se 

interpongan obligatoriamente por esta vía. 
• Se produce una aclaración en materia de costas en el caso de inadmisión, 

precisándose el ámbito subjetivo de la condena en costas, vinculando la misma 

a cada instancia, y supeditando la dictada en primera instancia a su posterior 

confirmación. 
• Se suprime la regla especial de cómputo de plazo para recurrir en caso de 

silencio, de acuerdo con la reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo y 

doctrina del Tribunal Económico Administrativo Central. Para salvaguardar 

el legítimo derecho de defensa de los obligados tributarios, si posteriormente a 

la interposición de la reclamación económico-administrativa se dicta resolución 

expresa, se notificará concediendo plazo de alegaciones ante los Tribunales 

Económico-Administrativos, teniéndola por impugnada, sin perjuicio de que la 

satisfacción extraprocesal ha de ser declarada por el órgano económico-

administrativo que estuviera conociendo. 
• Se incorpora la referencia al expediente electrónico, la obligatoriedad de la 

interposición electrónica en caso de que el acto impugnando fuera de 

notificación obligatoria por esta vía y se aboga por la utilización de manera 

extensiva de tales medios electrónicos. 
• Se determina de forma expresa en norma con rango de ley el plazo del que 

dispone la Administración para ejecutar la resolución dictada por el Tribunal 

Económico-administrativo en supuestos distintos de la retroacción, es decir, en 

supuestos en los que se resuelva por razones sustantivas o de fondo. 
• Se completa la regulación en materia de reclamaciones entre particulares con 

el reconocimiento expreso de la eficacia de las resoluciones que se dicten ante la 

Administración Tributaria encargada de la aplicación de los tributos. 
• Se establece la posibilidad de suspensión de la resolución económico-

administrativa en caso de presentación de recursos de alzada ordinarios por los 

Directores Generales si se dan determinadas circunstancias. 
• Se introducen mejoras en materia de recurso de anulación 

regulándose expresamente aquellos supuestos contra los que no procede dicho 

recurso. 
• Se crea un nuevo recurso de ejecución, llamado hasta ahora incidente de 

ejecución, contra actos dictados como consecuencia de una resolución 

estimatoria del Tribunal, clarificando el ámbito de aplicación objetivo, 

simplificando el procedimiento y estableciendo el carácter urgente en su 

tramitación. 
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• Se reduce a seis meses el plazo de resolución del recurso extraordinario de 

revisión. 

• Se sustituye el procedimiento ante los órganos unipersonales por el 

procedimiento abreviadopara las reclamaciones de menor cuantía en el que el 

tribunal podrá actuar de forma unipersonal. 

7.- Procedimiento de comprobación limitada 

 

La Administración Tributaria podrá realizar únicamente las siguientes actuaciones: 

• a) Examen de los datos consignados por los obligados tributarios en sus 

declaraciones y de los justificantes presentados o que se requieran al efecto. 

• b) Examen de los datos y antecedentes en poder de la Administración Tributaria 

que pongan de manifiesto la realización del hecho imponible o del presupuesto de 

una obligación tributaria, o la existencia de elementos determinantes de la misma no 

declarados o distintos a los declarados por el obligado tributario. 

• c) Examen de los registros y demás documentos exigidos por la normativa 

tributaria y de cualquier otro libro, registro o documento de carácter oficial con 

excepción de la contabilidad mercantil, así como el examen de las facturas o 

documentos que sirvan de justificante de las operaciones incluidas en dichos libros, 

registros o documentos. 

No obstante lo previsto en el párrafo anterior, cuando en el curso del procedimiento el 

obligado tributario aporte, sin mediar requerimiento previo al efecto, la documentación 

contable que entienda pertinente al objeto de acreditar la contabilización de 

determinadas operaciones, la Administración podrá examinar dicha documentación a los 

solos efectos de constatar la coincidencia entre lo que figure en la documentación 

contable y la información de la que disponga la Administración Tributaria. 

El examen de la documentación a que se refiere el párrafo anterior no impedirá ni 

limitará la ulterior comprobación de las operaciones a que la misma se refiere en un 

procedimiento de inspección. 

• d) Requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentren 

obligados a suministrar con carácter general o para que la ratifiquen mediante la 

presentación de los correspondientes justificantes. 

8.- Procedimiento sancionador 

 

Se reduce de 1500 a 250 euros la sanción prevista para la presentación por medios 

distintos a los electrónicos, informáticos y telemático. 

Se tipifica como nueva infracción el retraso en la obligación de llevanza de los Libros 

Registro a través de la Sede Electrónica de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria 
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9.- Revocación del número de identificación fiscal  y publicación  en el "Boletín 

Oficial del Estado. Consecuencias: 

 

• a) que las entidades de crédito no realicen cargos o abonos en las cuentas o 

depósitos bancarios en que consten como titulares o autorizados los titulares de 

dichos números revocados, salvo que se rehabilite dicho número o se asigne un 

nuevo número de identificación fiscal. 

• b) cuando la revocación se refiera a una entidad, la publicación tratada 
también determinará que el registro público en que esté inscrita, en función del 

tipo de entidad de que se trate, proceda a extender en la hoja abierta a la 

entidad a la que afecte la revocación una nota marginal en la que se hará 

constar que, en lo sucesivo, no podrá realizarse inscripción alguna que afecte a 

esta, salvo que se rehabilite dicho número o se asigne un nuevo número de 

identificación fiscal. 
• c) Lo dispuesto no impedirá a la Administración Tributaria exigir el 

cumplimiento de las obligaciones tributarias pendientes. No obstante, la admisión 

de las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones o escritos en los que 

conste un número de identificación fiscal revocado quedará condicionada, en 

los términos reglamentariamente establecidos, a la rehabilitación del citado 

número de identificación fiscal o, en su caso, a la obtención de un nuevo 

número. 

 

   ADJUNTAMOS CUADRO COMPARATIVO DE LA LEY VIGENTE Y LA 

ANTERIOR LEY GENERAL TRIBUTARIA 


